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A continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, de fecha 24 de noviembre de 2009, por medio de la cual se confirmó el auto de primera instancia que declaró la nulidad de lo actuado en el proceso por “agotamiento de la jurisdicción”, con fundamento den jurisprudencia del Consejo de Estado que así ha procedido cuando concurren varias acciones populares por los mismos hechos y derechos.

Como no toda anomalía justifica la declaratoria de  nulidad del proceso,  con apoyo en las normas que regulan esa institución, la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado  los principios de especificidad, convalidación  y protección sobre los  que se edifica aquella figura. Por el primero se entiende que no hay vicio capaz de afectar la validez de la actuación sin que el hecho se encuentre tipificado en una norma; por el segundo, que de darse ciertos requisitos, algunas nulidades pueden convalidarse y por el último, que tratándose de nulidades saneables,  solo la persona afectada con el agravio está legitimada para alegarla.

En relación con el tema ha sostenido la Corte Suprema de Justicia:

“1. La existencia de procedimientos encuentra justificación en que ellos constituyen la vía establecida por la ley, con respaldo en la Constitución, para que los conflictos relativos al ejercicio de los derechos de las personas puedan ser solucionados por el órgano jurisdiccional, tal como lo consagra el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil al precisar, que el objeto de los mismos “… es la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial”.

“Si bien las primeras visiones de los diligenciamientos judiciales hicieron énfasis en la forma o en su aspecto ritual, hoy es diferente su entendimiento, pues se reconoce que a través del conjunto de las etapas que conforman los procesos judiciales, justamente, por la finalidad que con ellos se persigue, cobran materialización fundamentales derechos, como los de acceso a la administración de justicia, debido proceso, defensa, comprobación de los hechos aducidos y de impugnación de las decisiones que se profieran, entre otros.

“Con esa comprensión, el derecho procesal, en general, y el procesal civil, en particular, se ha ocupado de asegurar que en los procedimientos no se presenten desvíos que puedan conllevar la conculcación de ese conjunto de derechos y garantías de raigambre constitucional, estableciendo diversos mecanismos de protección, entre los cuales sobresale el instituto de las nulidades.

“Ahora bien, la previsión de tal mecanismo jurídico-procesal, no altera la regla general y prevalente de la efectividad y validez de los juicios, de la que se sigue que las nulidades procesales son eminentemente excepcionales y, por ende, de aplicación estricta y restringida, razón por la cual, como insistentemente lo ha señalado la Corte, ellas están sometidas a los principios “de especificidad, según el cual las causas para ello solo son las expresamente fijadas en la ley; de protección, relacionado con el interés que debe existir en quien reclame la anulación, emergente del perjuicio que el defecto le ocasione, y de convalidación, que determina que solo son declarables los vicios que no hayan sido, expresa o tácitamente, saneados por el interesado” (Cas. Civ., sent. jul. 6/2007, exp. 1989-09134-01)….”

Y la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del inciso 1º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, dijo en sentencia C-491 de 1995:

“Con fundamento en lo anterior, estima la Corte que se ajusta a los preceptos de la Constitución, porque garantiza el debido proceso, el acceso a la justicia y los derechos procesales de las partes, la expresión "solamente" que emplea el art. 140 del C.P.C., para indicar que en los casos allí previstos es posible declarar la nulidad, previo el trámite incidental correspondiente, pero advirtiendo, que además de dichas causales legales de nulidad es viable y puede ser invocada la consagrada en el art. 29 de la Constitución, según el cual "es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso"…

“Al mantener la Corte la expresión "solamente" dentro de la referida regulación normativa, respeta la voluntad política del legislador, en cuanto reguló de manera taxativa o específicamente las causales legales de nulidad en los procesos civiles, las cuales ahora con el cambio constitucional se encuentran adicionadas con la prevista en la norma del art. 29, a la cual se hizo referencia…”

En consecuencia, como una forma de garantizar el debido proceso y la seguridad jurídica, sólo el legislador tiene facultad para determinar las causales que pueden afectarlo de nulidad; por tal razón aquella que se dio por denominar “agotamiento de la jurisdicción”, que no está prevista en la ley como causal de nulidad, no podía ser declarada. 

Y es que el ejercicio de la función jurisdiccional, que  tiene por fin la decisión de controversias jurídicas mediante una declaración judicial que adquiere fuerza de verdad definitiva, se realiza por medio del proceso, el que se integra por un conjunto de actos reglados hasta finalizar con la sentencia, en la que se materializa el derecho sustantivo, regla que no resulta ajena a las acciones populares, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 472 de 1998 que impone como obligación al juez impulsarlo oficiosamente y “producir decisión de mérito”.

De acuerdo con el criterio de interpretación  contenido en los artículos 228 de la Constitución Nacional y 4º del Código de Procedimiento Civil, el objeto de los procedimientos es la realización de los derechos reconocidos en la normas jurídicas sustantivas. En consecuencia, siendo el proceso el escenario propicio para que el juez cumpla su importante labor de administrar justicia, ha de poner su empeño en finalizar los conflictos que las partes le plantean, objetivo que no puede considerarse satisfecho en el caso concreto, en el que el juez, desviándose de esa función y con total desmedro de las normas procesales, declaró la  terminación del proceso, sin decidir de fondo la cuestión puesta a su conocimiento, el conflicto suscitado y que  justifica la razón de  su existencia.

En consecuencia, como no se produjo situación legal para ordenar el archivo del proceso, el señor juez de primera instancia ha debido ponerle fin con una sentencia, en la que debía analizar las repercusiones de tipo jurídico que tiene la concurrencia de acción similar con fundamento en unos mismo hechos y con idénticas pretensiones, situación que puede conducir a un fallo adverso a las súplicas de la demanda, pero no a la declaración de una nulidad con fundamento en causal no prevista en la ley.

En conclusión, considero que el auto impugnado ha debido ser revocado y ordenar al juez continuar el trámite del proceso.

Pereira, Noviembre 30 de 2009

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

Magistrada Sala Civil-Familia
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